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Se declara abierta la sesión a las 15.25 horas .

TEMA 142 DEL PROGRAMA: ESTABLECIMIENTO DE UNA CORTE PENAL INTERNACIONAL
(continuación ) (A/50/22)

1. El Sr. WENAWESER (Liechtenstein) dice que el estatuto de una corte penal
internacional se basa en el principio de la complementariedad, ya que en
general, la acción penal debe permanecer en el ámbito de la competencia y la
responsabilidad de los Estados. Por lo tanto, la corte sólo debería intervenir
cuando los sistemas nacionales fuesen ineficaces o inexistentes. Sin embargo,
es necesario velar por que la aplicación de ese principio fundamental no
debilite en forma indebida el papel de la corte y el del fiscal.

2. Una de las cuestiones más delicadas que plantea el estatuto se refiere a
los crímenes que habrán de ser de competencia de la corte. Ésta sólo debería
abarcar los crímenes más graves que afectaran a la comunidad internacional en su
conjunto. La combinación de esos dos elementos - el principio de la
complementariedad y la competencia limitada a los crímenes más graves - lleva a
concluir que la corte debería tener una competencia propia. A tal efecto, sería
absolutamente necesario que los crímenes previstos se definieran claramente, lo
cual plantea varias interrogantes acerca de los crímenes que deberán
considerarse "fundamentales" en el estatuto. Por ejemplo, la definición del
crimen de agresión, que evidentemente plantea problemas, debería ser examinada
en forma más detenida: la definición que de ella dio la Asamblea General en
1974 era de naturaleza política y no jurídica, por lo cual no se ajusta a los
fines del estatuto de una corte penal internacional. Además, la agresión es un
acto perpetrado por un Estado contra otro, mientras que la corte penal
internacional sólo será competente para juzgar a las personas físicas. Otro
aspecto sumamente arduo de la cuestión se refiere al papel del Consejo de
Seguridad, al cual competiría determinar si ha habido o no agresión, lo cual
eventualmente podría menoscabar la independencia de la corte, puesto que los
crímenes contemplados en los tratados también pueden suscitar controversias,
será necesario profundizar la reflexión al respecto.

3. Liechtenstein apoya la solución que consistiría en limitar en una primera
etapa la competencia de la corte a un número reducido de crímenes, y prevé a la
vez mecanismos que permitan, cuando sea necesario, hacer extensiva dicha
competencia a otros crímenes.

4. El representante de Liechtenstein apoya la propuesta de crear un comité
preparatorio que celebre tres períodos de sesiones en 1996, y opina que en la
resolución que se adopte sobre este tema debería establecerse que se celebre una
conferencia de plenipotenciarios, si es posible, en 1997.

5. La Sra. ESCARAMEIA (Portugal), a la vez que se adhiere a la declaración
formulada por el representante de España en nombre de la Unión Europea, desea
comunicar a la Sexta Comisión algunas observaciones de su Gobierno.

6. Portugal estima que la competencia de la corte debería estar limitada, por
lo menos en una primera etapa, a unos pocos crímenes fundamentales. No
obstante, teniendo en cuenta la evolución rápid a y a menudo imprevisible de los
acontecimientos internacionales, sería necesario prever en el estatuto un
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mecanismo de reexamen periódico de la lista de crímenes que sean de competencia
de la corte. En lo referente a las penas, la corte sólo debería condenar a los
culpables a penas de prisión, ya que, por una parte, la gravedad de los crímenes
considerados excluye la imposición del pago de una simple multa; y, por otra
parte, al haber sido el primer país del mundo que abolió la pena capital,
Portugal no podría aceptar que ella fuese impuesta por una jurisdicción
internacional. La corte debería complementar los sistemas nacionales de
justicia penal, pero debería ser competente para determinar si los sistemas
nacionales son inexistentes o ineficaces.

7. A juicio de la delegación portuguesa, se han cumplido las condiciones
necesarias para crear un comité preparatorio, que se encargaría de elaborar,
sobre la base del proyecto de la Comisión de Derecho Internacional (CDI), el
texto de una convención, con miras a convocar luego a la brevedad una
conferencia diplomática.

8. El Sr. LAMAMRA (Argelia) dice que es necesario establecer una jurisdicción
internacional independiente y eficaz, que goce de una autoridad moral
indiscutible y cuya actuación se oriente exclusivamente por las normas del
derecho, y se aparte de las influencias políticas que podrían pervertirla. La
creación de una entidad de esa naturaleza permitiría evitar los inconvenientes
inherentes a la creación de tribunales especiales, fórmula que suscita
objeciones de principio, tanto en el plano jurídico como político.

9. En cuanto a la competencia en razón de la materia de la futura corte, la
lista de crímenes que se prevean debería limitarse exclusivamente a las
transgresiones cuyo carácter de crimen contra la paz y la seguridad de la
humanidad sea indiscutible. Sin embargo, un enfoque demasiado restringido no
respondería a los objetivos de la corte, ni al principio de la legalidad de la
pena, según el cual los crímenes y las sanciones que se imponen como castigo
deben estar definidos con precisión. Al respecto, es necesario referirse a los
avances logrados por la CDI en el examen del proyecto de crímenes contra la paz
y la seguridad de la humanidad. En el proyecto se sancionan el genocidio, la
agresión, las violaciones sistemáticas o masivas de los derechos humanos, los
crímenes de guerra de gravedad excepcional, el terrorismo internacional y el
tráfico ilícito de estupefacientes, crímenes que efectivamente corresponden a
los atentados más graves contra la paz y la humanidad, en tanto la lista que
figura en el proyecto de estatuto es evidentemente demasiado limitativa, ya que
sin argumentación jurídica convincente se han excluido los crímenes aborrecibles
del terrorismo internacional y los que se vinculan con el tráfico de drogas. Es
por ello que la delegación de Argelia desearía que la competencia de la corte se
extendiera a ciertos crímenes enumerados en el anexo del proyecto de estatuto
elaborado por la CDI. En cuanto a la competencia en razón de la persona de la
futura corte, ella debería limitarse a los individuos cuando actuaran a título
personal o en calidad de órgano o de agente de un Estado.

10. En cuanto a las posibilidades de incoar un juicio ante la corte, Argelia
opina que sólo el Estado que justificara tener un interés directo en un asunto
debería tener la facultad de interponer una demanda ante la corte. En cuanto a
la intervención del Consejo de Seguridad, prevista en el artículo 23 del
proyecto de estatuto, estima que ella reduciría la credibilidad y la autoridad
moral de la corte, limitaría su papel y comprometería su independencia y su
imparcialidad. Además, esa nueva competencia del Consejo de Seguridad
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constituiría sin duda una ampliación de sus poderes, que se asemejaría a una
revisión disimulada de la Carta. Dicha cuestión deberá por lo tanto examinarse
atentamente, a fin de que todas sus consecuencias jurídicas y políticas sean
analizadas con ponderación. Por el contrario, sería quizás deseable prever la
posibilidad de transformar al Consejo de Seguridad en una especie de organismo
de ejecución, que en caso necesario se encargaría de aplicar los fallos de la
corte.

11. Como se afirma en el preámbulo del proyecto de estatuto, el objetivo de la
creación de la corte es fomentar la cooperación respecto de las cuestiones
penales internacionales. Cuando un Estado se encuentra imposibilitado de
enjuiciar o procesar a los autores de crímenes contra el derecho internacional,
debería ponerse en marcha el mecanismo de cooperación entre los Estados y la
corte, de conformidad con el principio de la complementariedad. Al respecto,
sería necesario velar por la compatibilidad de dicho principio con algunas
disposiciones del proyecto de estatuto, en especial aquellas que confieren a la
corte competencia propia y las que se refieren al consentimiento de los Estados.

12. La delegación de Argelia opina que los trabajos deberán proseguir con
arreglo a un programa realista y flexible, que permita la más amplia
participación posible de los Estados. Sin embargo, es consciente de la
limitación de recursos de los países en desarrollo y no considera que deban
crearse más de dos grupos de trabajo.

13. El Sr. HORÁK (República Checa) apoya plenamente la idea fundamental de que
la corte penal internacional sea complementaria de los sistemas nacionales de
justicia penal en aquellos asuntos en que los procedimientos judiciales
requeridos sean inexistentes o ineficaces. La naturaleza complementaria del
papel de la corte no significa, sin embargo, que ésta deba tener exclusivamente
una competencia residual.

14. Las cuestiones que plantea la aplicación del principio de complementariedad
no pueden disociarse del debate sobre los crímenes que deben ser de competencia
de la corte. La delegación checa considera que, en una primera etapa, la
competencia de la corte debería limitarse a unos pocos crímenes fundamentales, a
saber el genocidio, los crímenes de guerra, los crímenes contra la humanidad, y
con un régimen distinto, la agresión. Respecto de todos esos crímenes la corte
debería tener competencia propia. El hecho de limitar la competencia de la
corte tendría numerosas ventajas, en especial en lo que atañe a los vínculos
entre la corte y los tribunales nacionales, la credibilidad y la autoridad moral
de que estaría investida, sin contar el aligeramiento de la carga financiera que
recaería sobre los Estados partes en el estatuto. Además, un enfoque
restrictivo de esa naturaleza se ajustaría a la orientación que la CDI ha dado a
sus trabajos sobre el proyecto de código de crímenes contra la paz y la
seguridad de la humanidad.

15. El papel que se asigna en el proyecto de estatuto al Consejo de Seguridad
es totalmente congruente con la responsabilidad principal que le incumbe en el
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, así como con las
atribuciones que le confiere la Carta. Como el Consejo se limitaría a remitir a
la corte cuestiones generales o situaciones y no asuntos referentes a personas
determinadas, la independencia y la autonomía de la corte en las etapas de la
investigación, el auto de procesamiento y el juicio quedarían aseguradas.
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16. La delegación checa apoya la conclusión que figura en el párrafo 257 del
informe del Comité Especial y opina que los futuros trabajos deberían
organizarse de manera que permitieran elaborar un texto de síntesis, que luego
se presentaría a una conferencia de plenipotenciarios, preferentemente en el
curso de 1997.

17. El Sr. AYEWAH (Nigeria) celebra la manera en que el Comité Especial sobre
el establecimiento de una corte penal internacional prevé en su informe ocuparse
de las cuestiones de fondo relacionadas con los principios del derecho penal
positivo y con el reglamento de la corte. La delegación de Nigeria considera
que es esencial definir claramente los principios y las normas que aplicará la
corte, y sobre todo precisar cuáles serán los medios de defensa de que
dispondrán los acusados. En tal sentido, podría examinase el artículo 33, que
se refiere al derecho aplicable, a la luz del proyecto de código de crímenes
contra la paz y la seguridad de la humanidad; en efecto, es necesario establecer
una vinculación entre el código y el proyecto de estatuto de la corte. También
sería útil examinar la cuestión de los principios generales del derecho penal
que se expone en el anexo II del informe.

18. Para que la corte reciba el apoyo de diversos sistemas jurídicos, es
indispensable que se apliquen y respeten escrupulosamente el principio de
complementariedad y el principio nullum crimen sine lege , así como que se
resuelvan los problemas relacionados con la competencia y la cooperación
judiciales. El principio de complementariedad, enunciado en el preámbulo del
estatuto, significa que es necesario considerar a la corte como un órgano que
complementará las jurisdicciones nacionales, sin suplantarlas. Es importante
que se defina claramente ese principio en el proyecto de estatuto, a fin de que
no resulte menoscabada la primacía de la jurisdicción nacional. Además, la
competencia de la corte debe limitarse a los crímenes que verdaderamente tengan
carácter internacional a los cuales se aplique el principio nullum crimen sine
lege , y más precisamente a los más graves de ellos, que se enumeran en el
artículo 20.

19. Existe una estrecha vinculación entre el principio de complementariedad, la
competencia de la corte y la cooperación judicial, del que dependerá la eficacia
del funcionamiento de la corte. Es importante que se adopten providencias para
solucionar los eventuales conflictos de interés que pudieran surgir entre el
Estado en cuyo territorio se ha cometido el crimen, el Estado que ha detenido al
acusado, el Estado del que son nacionales las víctimas del crimen y el Estado
del que es nacional el acusado, especialmente porque el artículo 52 se aparta
del régimen tradicional de cooperación entre los Estados instituido por los
tratados de extradición vigentes. Preocupa a la delegación de Nigeria que se
proyecte establecer un mecanismo de transferencia que no pase por las instancias
nacionales. A su juicio, los Estados deberían aplicar un régimen único basado
en los mecanismos establecidos por los tratados vigentes de los que son partes.

20. Las circunstancias actuales son propicias a la creación de una corte penal
internacional permanente, lo cual evitaría tener que establecer tribunales
especiales como los que se crearon para la ex Yugoslavia o Rwanda. Sin embargo,
no cabe precipitarse, si se desea que el establecimiento de la corte cuente con
el más amplio consenso posible. La delegación de Nigeria apoya la ampliación
del mandato del Comité Especial, a fin de que éste se encargue también de
redactar los textos. Propone que el Comité se reúna dos veces en 1996, y que
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sus períodos de sesiones tengan una duración máxima de dos semanas, a fin de que
pueda proseguir sus trabajos y presentar los resultados a la Asamblea General en
su quincuagésimo primer período de sesiones. Sólo después de terminada esa
labor podrá fijarse la fecha de la conferencia de plenipotenciarios.

21. El Sr. SRIWIDJAJA (Indonesia) subraya que es esencial que la jurisdicción
de la corte penal internacional tenga aceptación universal, y apoya la opinión
según la cual ella debería establecerse en virtud de un tratado multilateral
como órgano judicial independiente, tal como lo ha recomendado la CDI. Con ello
se eliminaría toda posibilidad de menoscabar la soberanía nacional de los
Estados, a la vez que se garantizaría la autoridad moral de la corte.

22. En lo que atañe al principio de complementariedad, que se refiere a las
relaciones entre la corte penal internacional y los sistemas judiciales
nacionales, el estatuto dispone que la corte debe complementar los sistemas
nacionales de justicia penal en aquellos asuntos en los que los procedimientos
judiciales nacionales sean ineficaces. La delegación de Indonesia subraya que
dicho principio establece una presunción en favor de la jurisdicción nacional,
el cual se justifica por las siguientes ventajas, enumeradas en el informe del
Comité Especial: los interesados actuarían en el marco de los arreglos
bilaterales y multilaterales existentes, habría más certeza en cuanto al derecho
aplicable, la acción penal sería menos onerosa y las penas estarían claramente
definidas y serían fáciles de ejecutar.

23. La competencia de la corte debería establecerse por consenso, y los Estados
deberían poder recurrir a ella sin que resultara menoscabada la autoridad de los
organismos nacionales. Una estrecha vinculación entre la corte y las Naciones
Unidas contribuiría además a fortalecer la autoridad de la nueva institución, a
la vez que aportaría una solución a numerosos problemas técnicos y de
procedimiento. La corte debería establecerse como órgano permanente y su
funcionamiento debería responder a criterios de flexibilidad y rendimiento.

24. En lo tocante al nombramiento de los jueces y el fiscal, es necesario tener
en cuenta los principales ordenamientos jurídicos del mundo, a fin de asegurar
una representación equitativa. Puesto que muchos crímenes internacionales
tienen naturaleza política, la independencia y la imparcialidad de los jueces se
presentan como dos condiciones esenciales. El reglamento de la corte podría
incorporarse en el estatuto en la medida en que contuviera disposiciones
relativas a los procedimientos, a las investigaciones preliminare s y a la
administración de la prueba.

25. La delegación de Indonesia recuerda que es esencial llegar a un consenso
entre los Estados para asegurar la eficacia del funcionamiento de la corte, por
lo cual afirma que sería prematuro en esta etapa establecer un calendario, y, en
especial, fijar la fecha de una conferencia internacional.

26. El Sr. CHIRANOND (Tailandia) dice que la corte debería instituirse como
órgano principal de las Naciones Unidas, ya que un estatuto de esa naturaleza
garantizaría su universalidad, su autoridad moral y su viabilidad financiera.

27. La delegación de Tailandia respalda la propuesta de enmendar el párrafo 5
del artículo 6, relativo a la elección de los magistrados, a fin de garantizar
no sólo la representación de los principales ordenamientos jurídicos del mundo,
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sino también una representación geográfica equitativa. En lo que atañe a las
condiciones que han de reunir los magistrados, opina que la utilización del
criterio de competencia reconocida encierra el peligro de que los candidatos de
muchos países del tercer mundo no puedan aspirar a integrar la corte y que por
lo tanto dicho criterio debería excluirse.

28. La corte penal internacional debe complementar los sistemas nacionales de
justicia penal en aquellos asuntos en que los procedimientos judiciales
requeridos sean inexistentes o ineficaces. Para poder aplicar ese principio, es
necesario delimitar claramente la jurisdicción nacional de la jurisdicción de la
corte. Además, la lista de crímenes debería limitarse a los crímenes más graves
que afecten a la comunidad internacional en su conjunto. Muchas delegaciones
han rechazado las disposiciones de los artículos 19 y 33 del proyecto de
estatuto, prefiriendo que las reglas que aplique la corte estén claramente
definidas en el estatuto o en sus anexos, en lugar de derivarse de los tratados
aplicables y de los principios y normas del derecho internacional general o del
derecho interno. La delegación de Tailandia comparte ese punto de vista y
espera que el estatuto se enmiende en ese sentido, ya que con ello ganaría en
precisión y claridad.

29. En cuanto a la prosecución de los trabajos del Comité Especial, la
delegación de Tailandia desearía que éste celebrase dos períodos de sesiones
en 1996, de una duración máxima de dos semanas cada uno. En esta etapa no
debería adoptarse decisión alguna acerca de la convocación de una conferencia
internacional de plenipotenciarios.

30. El Sr. CHA (República Popular Democrática de Corea) recuerda que no se ha
alcanzado consenso en torno a las cuestiones relativas a los crímenes que
deberán ser de competencia de la corte, a las investigaciones y los
procesamientos, a la extradición de los acusados, a los juicios, al derecho
aplicabl e y a las vinculaciones entre la corte penal internacional, los
organismos judiciales nacionales y la Secretaría de las Naciones Unidas. Por
ello, es importante en esta etapa conciliar los distintos puntos de vista de los
Estados Miembros, a fin de garantizar la universalidad y la eficacia de la
corte, en lugar de establecer de manera precipitada un calendario.

31. La delegación de la República Popular Democrática de Corea desea que el
proyecto de estatuto haga hincapié en los principios del respeto de la soberanía
de los Estados, la no injerencia y la imparcialidad. Al respecto, es de suma
importancia que se defina claramente el vínculo entre la corte y los tribunales
nacionales. Además, la corte debería ejercer su jurisdicción sólo con el
consentimiento previo de los Estados partes en el estatuto y limitarse a los
crímenes que la comunidad internacional considerase más graves.

32. La Sra. WILMSHURST (Reino Unido), se adhiere a las observaciones formuladas
por el representante de España en nombre de la Unión Europea, declara que el
Comité Especial sobre el establecimiento de una corte penal internacional ha
tenido un año sumamente productivo, y que gracias a su labor parece ahora
posible crear una corte eficaz, eficiente y universalmente aceptable. A juicio
del Reino Unido, una corte de esa índole debería reunir ciertas características.

33. En primer lugar, sería necesario que fuese creada por un tratado y que
tuviese un sólido vínculo con las Naciones Unidas. Para que contara con un
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apoyo suficientemente amplio, sería necesario un número relativamente elevado de
ratificaciones y adhesiones, a fin de que el tratado mediante el cual se creara
pudiera entrar en vigor. Se trataría de una institución permanente, pero por
razones de flexibilidad y rendimiento, los magistrados sólo se reunirían cuando
se la convocase para examinar un asunto determinado.

34. La corte estaría integrada por magistrados sumamente calificados, quienes
deberían tener experiencia en lo judicial, así como en materia de derecho penal.
La elección del Fiscal revestiría también la mayor importancia. Además, una de
las características fundamentales de la corte es que complementaría los sistemas
nacionales de justicia penal: sólo se recurriría a ella cuando dichos sistemas
fuesen inexistentes o ineficaces. El estatuto debería incluir disposiciones
acerca de dicho principio de complementariedad, y prever procedimientos que
permitieran a la corte decidir si se han cumplido o no los requisitos de
complementariedad.

35. En el Comité Especial se llevó a cabo un fructífero debate sobre los
crímenes que deberían ser de competencia de la corte. La tendencia mayoritaria
fue la de limitar dicha competencia a tres o cuatro categorías de crímenes, a
saber, los crímenes más graves que afectaran a la comunidad internacional en su
conjunto. Al respecto, se mencionó la posibilidad de establecer unos pocos
"crímenes fundamentales", que serían los únicos respecto de los cuales la corte
tendría competencia. Además, los crímenes en cuestión deberán estar claramente
definidos en el estatuto, y deberán enunciarse en él las normas aplicables del
derecho penal internacional.

36. Para que el Consejo de Seguridad no se vea obligado a crear nuevos
tribunales, sería quizás deseable autorizar a la corte a entender en una
"situación". Se trata de una cuestión difícil, y es necesario cuidarse muy bien
de someter el procedimiento judicial a influencias políticas, pero debería ser
posible elaborar disposiciones aceptables en la materia.

37. Por último, para ser aceptada, la corte deberá proteger los derechos de la
defensa y ofrecer a los acusados las garantías de un procedimiento regular.
Deberán concertarse arreglos de cooperación satisfactorios entre los Estados
partes y la corte en lo tocante a las investigaciones y al rápido traslado de
los acusados, habida cuenta de las estructuras existentes de cooperación
judicial. Además, la competencia de la corte no debe ser retroactiva.

38. El Reino Unido apoyaría la creación de una corte que cumpliera con esos
requisitos si la convención en la cual ella se crease estuviera redactada de
manera satisfactoria. Sin embargo, queda mucho por hacer antes de adoptar una
convención de esa naturaleza, como es posible constatar si se ojea el informe
del Comité Especial. Hace falta adoptar decisiones de principio, a la vez que
providencias técnicas. Por lo tanto, sería necesario modificar el proyecto de
estatuto preparado por la CDI, y en especial la lista de crímenes que deberían
ser de competencia de la corte. Además, es preciso agregar disposiciones en las
cuales se definan los crímenes, disposiciones referentes a la complementariedad
y otras disposiciones que traten cuestiones de fondo y de procedimiento. El
Comité Especial debería celebrar tres períodos de sesiones de dos semanas de
duración cada uno. No debe contentarse simplemente con examinar las cuestiones,
sino comenzar a redactar textos, a fin de que, llegado el momento, sea posible
presentar un proyecto de convención a una conferencia diplomática.
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39. El Sr. SYARGEEU (Belarús) celebra los resultados de la labor del Comité
Especial, y estima que en el preámbulo de proyecto de estatuto de una corte
penal internacional debería precisarse la relación estrecha que debería existir
entre una corte de esa naturaleza y los sistemas judiciales nacionales. El
principio de la complementariedad es de suma importancia y debe reflejarse en
las disposiciones pertinentes del proyecto, aunque en realidad no sea
conveniente definirlo en una disposición determinada del estatuto.

40. Como otros Estados, Belarús opina que la competencia de la corte debe
limitarse a unos pocos "crímenes fundamentales", incluida la agresión. Celebra
además que el hecho de pasar a ser parte en el estatuto de la corte lleve
consigo la aceptación de la competencia de ésta para entender en el crimen de
genocidio. Sin embargo, dicha norma se basa en la Convención para la Prevención
y la Sanción del Delito de Genocidio de 1948, y es evidente que las
disposiciones de ésta no se aplican a los Estados que no son partes en ella.
Un Estado que no sea parte no quedará obligado por las disposiciones relativas a
la "competencia propia" de la corte en caso de que no respete las disposiciones
del estatuto. Estas últimas tienen por finalidad garantizar que todos los
Estados partes queden sometidos a esa obligación por el simple hecho de pasar a
ser partes en el estatuto. Por consiguiente, en lo que se refiere al genocidio,
es necesario que la competencia de la corte se derive del estatuto propiamente
dicho y no de la Convención de 1948.

41. Para establecer la competencia de la corte en lo referente a los crímenes
contemplados en el derecho internacional general, todos los crímenes, incluido
el de genocidio, deberían definirse en el propio estatuto. Una definición clara
es indispensable para luchar contra la delincuencia. Desde este punto de vista,
bastaría con seguir el ejemplo de los estatutos de los tribunales especiales, y
remitirse a una fuente convenciona l o a una lista no exhaustiva de crímenes que
constituirían la mencionada categoría. Al respecto, la lista que figura en el
inciso e) del artículo 20 parece incompleta: debería figurar también en ella el
Protocolo Adicional II a los Convenios de Ginebra, de 1977. En efecto, los
acontecimientos recientes han puesto de manifiesto, que las violaciones más
graves del derecho internacional humanitario se han perpetrado en conflictos
armados de carácter no internacional. También merece apoyo la idea sugerida por
Dinamarca de prever un mecanismo de revisión de dicha lista.

42. Cabe destacar el inciso b) del párrafo 1 del artículo 21, dado que en él se
define una categoría de Estados que deben aceptar la competencia de la corte
para que ésta pueda estar en condiciones de ejercerla. Es necesario no ampliar
indebidamente esta categoría. La delegación de Belarús considera que el
párrafo 1 del artículo 23, que permite al Consejo de Seguridad remitir asuntos a
la corte en lugar de crear tribunales especiales, merece ser apoyado. Sin
embargo, en el párrafo 3 del mismo artículo se establece una estrecha
correlación entre los actos de un órgano político y los de un órgano judicial en
todas las situaciones de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o incluso
actos de agresión, con arreglo a lo previsto en el Capítulo VII de la Carta.
Dicha categoría de actos no se limita a los actos de agresión; y la corte no
debería quedar obligada por las decisiones del Consejo de Seguridad sino cuando
se ha cometido un acto de agresión, como se establece en el párrafo 2; por ese
motivo, sería conveniente suprimir el párrafo 3 del artículo 23.
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43. Es interesante la idea de que los magistrados deban tener experiencia en
materia de justicia penal o competencia en derecho internacional. Sin embargo,
es probable que la integración de las salas plantee dificultades, ya que quizás
sea difícil alcanzar un equilibrio entre los especialistas de derecho penal y
los juristas internacionales, sobre todo si se recusa a algunos de los
magistrados. La cuestión debería examinarse con mayor profundidad, y la
solución consagrada en el artículo 13 del Estatuto del Tribunal Penal
Internacional para la ex Yugoslavia parece ser la más prometedora. En efecto,
los magistrados de un tribunal penal internacional deben satisfacer los dos
criterios, es decir, deben tener a la vez experiencia en derecho penal y en
derecho internacional, especialmente en derecho internacional humanitario y en
el derecho relativo a los derechos humanos. Además, en el artículo 6 debería
incluirse una norma obligatoria según la cual los magistrados deberían ser
nombrados de manera que estén representados en la corte los principales sistemas
jurídicos del mundo.

44. Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 5 del artículo 26, sólo los
Estados denunciantes y el Consejo de Seguridad quedarían habilitados para apelar
ante la corte de una resolución del Fiscal de no iniciar la instrucción o no
pedir auto de procesamiento. Belarús estima que todo Estado parte en el
estatuto que haya aceptado la competencia de la corte, así como el Consejo de
Segurida d - y ello en todos los casos, aun cuando no sea éste quien ha remitido
el caso a la corte - deberían poder apelar de una decisión de esa índole ante
esta última. En efecto, el sistema de justicia penal no debe simplemente
satisfacer los intereses de un miembro de la comunidad, sino restablecer
además la paz y la justicia en las relaciones entre todos los miembros de la
comunidad.

45. En lo tocante al artículo 29, cabe preguntarse si es conveniente incluir
una disposición en la que se prevea la posibilidad de poner a los acusados en
libertad bajo fianza, especialmente habida cuenta de la gravedad de los crímenes
que son de la competencia de la corte. Por otra parte, el inciso a) del
artículo 34 merece un examen más detenido. Sería preferible evitar referirse a
una categoría tan vaga como la de "Estado interesado". Debería reconocerse el
derecho de todos los Estados competentes respecto de un crimen determinado a
impugnar la competencia de la corte. Sería lógico establecer un paralelismo
entre los Estados que pudieran entablar un procedimiento ante la corte y los
Estados que pudieran impugnar la competencia de ésta. Además, en lo relativo a
las penas aplicables, habida cuenta una vez más de la gravedad de los crímenes
de que se trata, no sería suficiente una pena de multa. Sería más bien
necesario prever la posibilidad de confiscar los bienes del condenado, lo cual
debería establecerse en el artículo 47.

46. En lo relativo a la concertación de un acuerdo entre la corte y las
Naciones Unidas, es necesario afinar la redacción del artículo 2: el Presidente
de la corte debe tener no sólo la facultad sino también la obligación de
celebrar un acuerdo con las Naciones Unidas en nombre de la corte. La misma
observación se aplica al artículo 3.

47. Belarús considera que es necesario examinar desde ya la cuestión de la
financiación de la corte suscitada por su creación. Ella debe constituirse como
órgano independiente que guarde una estrecha vinculación con las Naciones
Unidas. Sus relaciones con la Organización podrían definirse en resoluciones de
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la Asamblea General y del Consejo de Seguridad, lo cual permitiría que la corte
fuese financiada por la Organización.

48. En el tratado en virtud del cual se cree la corte debe preverse un
procedimiento de enmienda del Estatuto que sea casi totalmente inflexible, por
motivos evidentes de estabilidad. En el inciso d) del párrafo 3 del apéndice I
se dice que la lista de crímenes incluidos en la competencia de la corte sólo
podría revisarse, para tener en cuenta la aprobación de nuevas convenciones,
cuando se modifique el estatuto. Otro medio de ampliar la competencia de la
corte consistiría simplemente en incorporar en el texto del estatuto los
crímenes definidos en tales convenciones y autorizar a los Estados a presentar
sus reservas respecto de las disposiciones en cuestión. Éstas sólo entrarían en
vigor si un número suficientemente elevado de partes en el tratado aceptase la
competencia de la corte en lo relativo al crimen de que se tratara. Sería
necesario entender que la lista que figura en el inciso e) del artículo 20
debería poder completarse siguiendo ese método.

49. Al igual que otras delegaciones, la delegación de Belarús opina que el
estatuto ha sido concebido como un todo y que la posibilidad de aprobarlo, así
como de aprobar la Convención en la que estará incluido, con reservas, debería
quedar estrictamente limitada. Además, no se han tratado ciertas cuestiones que
deberían tratarse, por ejemplo, las referentes a la competencia consultiva de la
cort e y a la posibilidad de conferirle también facultades para examinar las
controversias entre Estados relativas a la aplicación de un tratado en una
materia que sea de competencia de la corte.

50. El Sr. ZAIMOF (Bulgaria) dice que la República de Bulgaria, que siempre ha
tenido gran apego a la primacía del derecho en las relaciones internacionales,
ha apoyado en todo momento la creación de una institución judicial internacional
eficaz que sea competente para entender en las violaciones más graves del
derecho internacional. Una corte penal internacional que fuese creada como
órgano judicial permanente estaría en condiciones de asegurar una aplicación
estable, uniforme y coherente del derecho penal internacional. Bulgaria se
adhiere a la opinión según la cual la corte que se prevé establecer debería ser
una institución judicial permanente e independiente, creada en virtud de un
tratado. Ese enfoque, basado en el consentimiento de los Estados, respeta el
principio de la soberanía de éstos y sentaría sólidas bases jurídicas para que
la corte ejerciera su competencia. La creación de ésta por medio de un tratado
multilateral robustecería además su autoridad jurídica y su prestigio como
institución judicial objetiva e imparcial.

51. Además aunque fuese independiente la corte penal internacional debería
ejercer sus funciones manteniendo una estrecha relación con las Naciones Unidas.
La cooperación orgánica entre la corte y la Organización, que debería regirse
por un acuerdo entre ambas instituciones, facilitaría una mayor aceptación de la
corte por parte de los Estados y contribuiría a transformarla en una institución
judicial eficaz, que fuese competente en material penal a nivel mundial. La
corte debería tener carácter permanente, y no debería reemplazar a los sistemas
nacionales de justicia penal sino complementarlos, cuando los procedimientos
requeridos sean inexistentes o ineficaces. A juicio de Bulgaria, el principio
de la complementariedad es esencial, y es por ello que se hace necesario definir
y analizar de manera más detallada sus consecuencias en lo relativo a las
disposiciones de fondo del proyecto de estatuto. En cuanto a la competencia de
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la corte en razón de la materia, los debates celebrados en el Comité Especial
han demostrado que para la mayoría de los Estados dicha competencia debe
limitarse a unos pocos "crímenes fundamentales", es decir, los crímenes más
graves que afecten a la comunidad internacional en su conjunto. Los crímenes
deberían además definirse de manera precisa, con arreglo al principio de
legalidad. Por cierto que no será fácil definir el crimen de agresión a los
efectos del estatuto, pero es un crimen que debería incluirse en la lista de los
crímenes que tendrían que ser de competencia de la Corte. Los principios que
deberán aplicarse para definir ese crimen y los demás crímenes de competencia de
la corte deben ser compatibles con el criterio adoptado por la CDI en el marco
de su labor sobre el proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguridad
de la humanidad, aun cuando no debe utilizarse la elaboración de este último
como excusa para retrasar la del estatuto de la corte penal internacional.

52. La elaboración del estatuto de una corte penal internacional eficaz no es
tarea sencilla. Al respecto, Bulgaria apoya la conclusión que figura en el
informe del Comité Especial de que las cuestiones podrían abordarse con un
máximo de eficacia si se combinaran los futuros debates con la redacción de
textos, a fin de preparar un texto consolidado de una convención sobre el
establecimiento de una corte penal internacional, que sería la etapa previa a su
examen por una conferencia de plenipotenciarios. A tales efectos sería preciso
modificar el mandato del Comité Especial, y Bulgaria apoya la propuesta
formulada por varias delegaciones, especialmente, la de la Unión Europea, de que
se cree un comité preparatorio.

53. El Sr. BRAHA (Albania) declara que la necesidad de crear una corte penal
internacional ha quedado demostrada una vez más en los últimos años, en los
cuales se han registrado actos de genocidio, de crímenes contra la humanidad y
de violaciones graves del derecho internacional humanitario perpetrados en las
zonas de conflicto. Por ese motivo, Albania celebra los avances logrados por
la CDI en la elaboración de un proyecto de estatuto de una corte penal
internacional. Albania ha participado en la labor del Comité Especial, el cual,
durante esos dos períodos de sesiones, pudo determinar cuáles eran los problemas
principales que planteaba el proyecto, para tratar de formular entonces las
soluciones más aceptables.

54. Albania está de acuerdo con la disposición según la cual la corte sería una
institución permanente que se reuniría cada vez que tuviera que entender en un
asunto. La delegación de Albania ha tomado nota de las observaciones formuladas
por las delegaciones sobre las modalidades de creación de la corte, así como de
la opinión con arreglo a la cual para definir las relaciones de la corte con las
Naciones Unidas será necesario tener en cuenta problemas tales como la
independencia de la corte y las cuestiones financieras. Con toda razón, la CDI
estima que la corte debe complementar los sistemas judiciales nacionales cuando
los procedimientos judiciales requeridos sean inexistentes o ineficaces. Sin
embargo, el principio de complementariedad debería reflejarse en otras
disposiciones del proyecto de estatuto, y debería además definirse y enunciarse
en el propio cuerpo del texto.

55. En lo tocante a la competencia de la corte, sólo deberían incluirse en ella
los crímenes más graves. Además, es necesario definir en forma precisa esos
crímenes e indicar las penas de que son pasibles sus autores, a fin de respetar
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los bien conocidos principios del derecho penal, "nullum crimen sine lege " y
"nulla poena sine lege ".

56. A juicio de Albania, el crimen de genocidio, los crímenes de guerra y los
crímenes contra la humanidad deben ser de la competencia de la corte. Albania
apoya además decididamente la inclusión de las violaciones graves de los cuatro
Convenios de Ginebra y de su Protocolo Adicional I, del crimen de la tortura tal
como ha sido definido en la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, así como el crimen de apartheid . La idea de
incluir en la competencia de la corte los crímenes contra la humanidad
perpetrados en tiempo de paz no deja de tener sus méritos, pero la cuestión debe
examinarse cuidadosamente.

57. En lo relativo al papel del Consejo de Seguridad, éste debe poder remitir
asuntos a la corte, como se prevé en el párrafo 1 del artículo 23 del proyecto
de estatuto elaborado por la CDI. Los temores y reservas expresados acerca de
los párrafo s 2 y 3 del mismo artículo son entendibles, pero cuando se examina la
cuestión es necesario tener en cuenta muchos factores: uno de los objetivos de
la creación de la corte es el prevenir la proliferación de tribunales
especiales, que representarían además una carga financiera para la comunidad
internacional. Al mismo tiempo, el Consejo de Seguridad tiene atribuciones en
casos de actos de agresión y de una guerra de agresión, que son las situaciones
durante las cuales se comete la mayor parte de los crímenes en los que debería
entender la corte. También deben tenerse en cuenta la independencia de la
judicatura, la justicia y las modalidades de funcionamiento del Consejo.

58. La labor del Comité Especial ha puesto de manifiesto que algunas cuestiones
deben estudiarse con mayor profundidad. No obstante, es necesario que el debate
no se eternice, y también interesa a la humanidad entera que la corte penal
internacional sea creada cuanto antes. En ese sentido, Albania apoya la
creación de un comité preparatorio u otro órgano análogo que se encargue de
elaborar un proyecto de texto, el cual podría ser aprobado por una conferencia
de plenipotenciarios, preferentemente en 1997.

59. El Sr. AKL (Líbano) celebraría que se crease, en virtud de un tratado
multilateral, una corte penal internacional que fuese un órgano judicial
independiente y permanente, y mantuviera con el sistema de las Naciones Unidas
vínculos que le asegurasen autoridad, universalidad y viabilidad administrativa
y financiera. La composición de la corte debería asegurar en su composición una
representación equitativa de las distintas regiones geográficas y de los
diversos sistemas jurídicos del mundo.

60. En cuanto al principio de complementariedad, fundamento esencial de la
creación de la corte, la delegación del Líbano apoya la posición de la Unión
Europea, con arreglo a la cual se reconoce a la corte el derecho de calibrar la
ineficacia o la inexistencia de un sistema penal nacional. Además, considera
que el principio de complementariedad debe afirmarse y definirse en las propias
disposiciones del proyecto de estatuto y que este último debe modificarse para
que guarde armonía con el principio de complementariedad. Por otra parte, el
reglamento de la corte, en lo que tiene que ver con las normas de fondo
relativas a la regularidad del procedimient o y a los derechos fundamentales de
los acusados, debería ser elaborado y aprobado por los Estados partes en el
estatuto.

/...



A/C.6/50/SR.29
Español
Página 14

61. En cuanto a la competencia material de la corte, el realismo político
impone que por el momento ella se limite a unos pocos "crímenes fundamentales",
aun cuando cabe prever, con cierto optimismo, que en una etapa ulterior se
extienda progresivamente. En una primera etapa, el Líbano otorga particular
importancia a la inclusión del crimen de agresión en el ámbito de competencia de
la corte, pese a las dificultades que puede suscitar la aceptación general de
una definición apropiada de dicho crime n y a las consecuencias que puedan
derivarse de las atribuciones que la Carta confiere al Consejo de Seguridad en
materia de mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales.

62. La delegación del Líbano apoya las conclusiones del Comité Especial, así
como la propuesta encaminada a ampliar su mandato, a fin de combinar los futuros
debates con la preparación de un texto consolidado de convención que será luego
examinado en una conferencia de plenipotenciarios. Ésta podría celebrarse
en 1997, pero es preferible evitar al respecto toda precipitación y proceder de
modo que el proyecto de creación de una corte penal internacional se asiente
sobre bases sólidas. En la medida de lo posible, sería oportuno que el Comité
Especial tuviera también en cuenta las normas del proyecto de código de crímenes
contra la paz y la seguridad de la humanidad, que la Comisión de Derecho
Internacional ha de aprobar en segunda lectura, en las cuales se definen los
crímenes.

63. El Sr. MASUKU (Swazilandia) apoya plenamente la creación de una corte
permanente, independiente y estable. En efecto, sin negar la autoridad de los
tribunales especiales, cabe reconocer que el sistema actual carece de
estabilidad, continuidad y coherencia, lo cual repercute negativamente en la
elaboración del derecho penal internacional. La creación de tribunales
especiales toma además mucho tiempo, lo cual permite a los criminales sin
escrúpulos destruir pruebas decisivas. Además, no es posible ni práctico crear
esa clase de tribunales en todas las regiones del mundo.

64. En cuanto a la competencia de la corte, Swazilandia estima también que
sería necesario, en una primera etapa, limitarla a unos pocos "crímenes
fundamentales". Podría igualmente utilizarse el proyecto de código de crímenes
contra la paz y la seguridad de la humanidad elaborado por la CDI. Existen
numerosos argumentos que pueden esgrimirse en favor de la inclusión del
terrorismo internacional en el ámbito de competencia de la corte. Ello podría
hacerse en una etapa ulterior, una vez que se hubieran resuelto las dificultades
principales.

65. La necesidad de resolver las cuestiones vinculadas con la complementariedad
de la competencia no debe paralizar los trabajos. En efecto, como lo demuestran
los acontecimientos que han tenido lugar en Rwanda y en Yugoslavia, la creación
de una corte penal internacional se ha hecho esperar demasiado. Es por lo tanto
necesario organizar reuniones preparatorias a fin de que pueda celebrarse
en 1997 una conferencia de plenipotenciarios.

66. El Sr. YEE Woon Chin (Singapur) declara que el principio de
complementariedad, piedra angular del proyecto de estatuto, circunscribe el
papel de la corte, que debe limitarse a colmar las lagunas de los sistemas
nacionales y no competir con ellos. Lamentablemente, dicho principio no se ha
aplicado con suficiente rigor en el proyecto de estatuto. En efecto, éste trata
de numerosas materias en las que los Estados han celebrado ya arreglos
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satisfactorios, por ejemplo en materia de extradición y de cooperación para el
interrogatorio de testigos.

67. Ello podría desembocar en situaciones absurdas, especialmente para
Singapur, que castiga a los homicidas con la pena capital. Así pues, cuando una
persona que haya cometido un homicidio en Singapur sea arrestada en un Estado
con el cual Singapur haya celebrado un tratado de extradición, dicha persona
será transferida a Singapur, donde corre el riesgo de que se le aplique la pena
de muerte. Por el contrario, si se cometiera en Singapur un homicidio que
hubiese sido contemplado en el inciso a) del artículo II de la Convención para
la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, el autor del crimen sería
transferido a la corte penal internacional, que no estaría habilitada para
dictar contra él la pena capital. Por lo tanto, un homicida estaría sujeto a
que se le aplicara una pena más rigurosa que al autor de un crimen de genocidio.
A juicio del orador, con arreglo al principio de complementariedad, el estatuto
de la corte debe consagrar la primacía de los acuerdos de extradición vigentes.

68. En lo relativo a los crímenes que son de competencia de la corte, deberían
mencionarse expresamente en el estatuto los tratados y las disposiciones que los
definan. Por ejemplo, en el inciso a) del artículo 20 deberían mencionarse los
artículos II y III de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito
de Genocidio, y en el inciso c) las disposiciones específicas de los Convenios
de Ginebra en las cuales se definen las violaciones graves del derecho aplicable
a los conflictos armados. En cuanto a la agresió n y a los crímenes contra la
humanidad, sería necesario aguardar, para examinarlos, a que terminara la
elaboración del código de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad.
Podría también crearse un mecanismo de revisión de la lista de crímenes
incluidos en el ámbito de competencia de la corte. De una medida de esa índole
se desprendería que los Estados no aceptarían la competencia de la corte sino
respecto de los crímenes definidos en los tratados en los que fuesen partes.

69. En lo atinente a la imparcialidad de la corte, la delegación de Singapur
considera que ella no queda asegurada por el proyecto de estatuto. En primer
lugar, los párrafos 5 del artículo 2 6 y 2 del artículo 27, que confieren a la
Presidencia la facultad de examinar toda decisión del Fiscal de no iniciar la
instrucción o no pedir auto de procesamiento, son inaceptables en la medida en
que el Presidente integra también la Sala de Apelaciones, que puede entender en
la apelación del mismo asunto. En segundo lugar, en el artículo 33 debería
preverse la medida en que la corte quedará obligada por sus propias decisiones.
Sin que ello signifique obligar a ésta a que elabore su propia jurisprudencia,
el respetar los precedentes hará que el proceso de adopción de decisiones sea
más transparente y más seguro. En tercer lugar, sorprende al representante de
Singapur que en el párrafo 2) del artículo 45 se establezca que basta la
coincidencia de tres magistrados para adoptar decisiones en la Sala de Primera
Instancia. Habida cuenta de la gravedad de los crímenes que deben juzgar, sería
perfectamente razonable que todos los magistrados estuviesen presentes en las
audiencias y que el acuerdo de por lo menos cuatro de ellos fuese necesario para
adoptar cualquier decisión relativa a la condena o la absolución del acusado.
Por último, la delegación de Singapur estima que las normas del reglamento de
la corte que se refieran a la realización de las investigaciones, al
procedimiento a segui r y a la administración de la prueba deberán establecerse
en forma paralela con el estatuto.
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70. Por último, el orador aprueba la propuesta del Comité Especial de combinar
los futuros debates con la redacción de un texto consolidado, aunque precisa al
mismo tiempo que, habida cuenta de la complejidad de los problemas que es
necesario resolver, sería prematuro fijar ahora una fecha para la convocación de
una conferencia de plenipotenciarios.

Se levanta la sesión a las 17.30 horas .


